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MESA DE DIÁLOGO
CONFLICTOS DE INTERESES
Programa y metodología de la mesa de diálogo
En el marco de la iniciativa Dialogando BA, el lunes 11 de julio de 2017 en la sede del gobierno porteño se realizó la mesa de diálogo “Conflictos de Intereses”. Se trató del segundo encuentro organizado por la Subsecretaría de Reforma Política y Asuntos Legislativos del Ministerio de Gobierno del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (GCBA) en el marco de la temática “Conflicto y Gestión de Intereses”. Participaron en ella más de 40 invitados. Entre los presentes se encontraban miembros del GCBA, de la provincia de Buenos Aires y nacional, así como integrantes de la Legislatura porteña, de organizaciones de la sociedad civil y de la academia. 
Expusieron en él cuatro expertos relacionados con el tema. El primero fue el Subsecretario de Reforma Política y Asuntos Legislativos del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires Hernán Charosky, que sostuvo que “las decisiones públicas deben ser universalistas, y no orientadas al beneficio particular”. Por ello, según él la regulación tiene que buscar “detectar situaciones de conflictos de intereses y generar herramientas preventivas” que resguarden el universalismo como principio. A fin de cuentas, “este es un esfuerzo para pensar y diseñar instituciones que garanticen la integridad en los procesos de toma de decisión pública”. 
Luego fue el turno de Marisa Tojo, Directora General de Compras y Contrataciones del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. Su exposición se enfocó en la descripción exhaustiva del marco normativo que toca lateralmente el tema de los conflictos de intereses en la jurisdicción. En ese contexto, sostuvo que “los funcionarios debemos desempeñar nuestras funciones siguiendo pautas éticas”.  
En tercer lugar expuso Renzo Lavin, Co-director de la Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia. Proveniente de la sociedad civil, sostuvo que las organizaciones de ese sector “valoran siempre la apertura de los procesos de elaboración de normas”. Sobre los conflictos de intereses en particular, argumentó que “pueden ser bien gestionados, pero no deben ser evaluados en abstracto”. En ese sentido, consideró muy relevante la iniciativa de regulación, puesto que hoy en día muchos casos posibles “no están previstos” y que “si la decisión es tomada en función de un interés particular, el Estado pierde”.  
Finalmente, llegó el turno de María Rosa Muiños, Legisladora del Bloque Peronista. Su punto de vista se orientó hacia el rol de los organismos de control de la Ciudad de Buenos Aires en el tema. Por casos, sostuvo que sería relevante lograr “que la Auditoría intervenga en determinados conflictos en forma inmediata”, aunque lo mejor sería “una reforma de los organismos de control que los ponga a tono con una ciudad moderna como es Buenos Aires”. De todos modos, especificó que “es necesaria una decisión política de apostar a la transparencia” y de “dialogar y construir colectivamente”. En ese contexto, abogó por un uso asiduo de Dialogando BA, que “piensa la normativa como una construcción colectiva”. 
El evento tuvo por objeto impulsar un debate participativo sobre la regulación que debería tener la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en materia de conflictos de intereses. Entre otros temas, se trataron específicamente la definición del concepto, los factores que pueden conducir a esa situación, las incompatibilidades a considerar en la ley, los sujetos que deberían estar comprendidos en la norma, su objetivo principal, sus posibles herramientas preventivas y de control, sus procedimientos y sanciones y su autoridad de aplicación. 
Para dar comienzo a las mesas de trabajo, se propuso un cuestionario a modo de disparador sobre los mencionados ejes. Las conclusiones de cada grupo de trabajo fueron compartidas a través de voceros que expusieron los principales consensos de su mesa de trabajo. Luego, fueron recopiladas en la síntesis que se presenta a continuación.









Composición de las mesas de trabajo
Las mesas de trabajo estuvieron compuestas de manera heterogénea con representantes de los diversos ámbitos a fin de nutrir el debate y la puesta en común. Fueron las siguientes: 
Mesa 1

Moderador: Agustina De Luca – Directora del Área de Transparencia de Fundación Directorio Legislativo
Tomador de notas: Martín Pérez – Director General de Asuntos Legislativos
Integrantes:
· Sofía Laferrere – Fundación Americana para la Educación
· Amanda Ferraro – Legislatura
· Alejandro Stvaktas – Legislatura
· Emanuel Acevedo – Legislatura
· Juan Pablo Barquiza – Relaciones Institucionales en Nidera
· Karina Pascale – Ministerio de Hacienda de la Ciudad
· Carina Rodriguez – DGTAL Procuración Gral 

Mesa 2

Moderador: Jorge Benvenuto – Abogado de la Subsecretaría de Reforma Política y Asuntos Legislativos.
Tomador de notas: Marina Lacalle – Asesora de la Subsecretaría de Reforma Política y Asuntos Legislativos.
Integrantes:
· María Rosa Muiños - Legisladora del Bloque Peronista.
· Gabriel Astarloa – Procurador General de la CABA.
· Eduardo Mastrostefano - Asesor del Legislador Guouman - Bloque SUMA +.
· Marie Louise Martin - Fundación Americana para la Educación.
· Sol Díaz Ortiz - Directora General de Seguimiento de Organismos de Control y Acceso a la Información de la CABA.
· Hernán Charosky - Subsecretario de Reforma Política y Asuntos Legislativos de la CABA.
· Renzo Lavin – Co-director de la Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia.
· Marcos Mendiburu – Consultor particular en temas de transparencia y gobierno abierto.

Mesa 3

Moderador: Diego De Francesco – Coordinador del Área de Acceso a la Información Pública de la Asociación por los Derechos Civiles. 
Tomador de notas: Marcos Bustillo – Dirección General de Asuntos Legislativos. 
Integrantes:
· Pablo Álvarez – Ministerio de Justicia y Seguridad del GCBA. 
· Noemí Césari – Sindicatura General de la Ciudad.
· Fernando Rivas – Titular de la Autoridad de Aplicación de la Ley de Ética Pública del GCBA.
· Guillermo Vattuone – Comisión de Asuntos Constitucionales de la Legislatura.
· Silvina Fumega – Consultora ILDA.
· Virginia Frangella –Ministerio de Desarrollo Urbano y Transporte del GCBA. 
· Carolina Carbone – Directora de la carrera de Relaciones Públicas e Institucionales de la Universidad de Belgrano.

Mesa 4
Moderador: Matías Tarillo - Asesor de la Subsecretaría de Reforma Política y Asuntos Legislativos.
Tomador de notas: Rosario Burone Risso - Dirección General de Reforma Política.
Integrantes:
· Lucia Terzano – Oficina de Fortalecimiento Institucional. Ministerio de Justicia de la Prov. De Buenos Aires.
· Marianela Schkolnik - Oficina de Fortalecimiento Institucional. Ministerio de Justicia de la Prov. De Buenos Aires.
· Sabrina Cejas - Oficina de Fortalecimiento Institucional. Ministerio de Justicia de la Prov. De Buenos Aires.
· Josefina de Urquiza - Oficina de Fortalecimiento Institucional. Ministerio de Justicia de la Prov. De Buenos Aires.
· Lorena Schejtman – Ministerio de Desarrollo Urbano y Transporte del GCBA.
· Silvana Leiva - Dirección General de Seguimiento de Organismos de Control y Acceso a la Información.



Mesa 5

Moderador: Elsa Llenderrozas – Directora de la Licenciatura en Ciencia Política de la Universidad de Buenos Aires. 
Tomador de notas: Nicolás Morales – Dirección General de Seguimiento de Organismos de Control y Acceso a la Información.
Integrantes:
· Cecilia Calógero - Secretaría de Planificación del Consejo de la Magistratura de la CABA.
· Antonella Amigo Giri - Secretaría de Planificación del Consejo de la Magistratura de la CABA.
· Ivana Travaini – Asesora del Ministerio de Hacienda de la CABA-
· Paula Gianetto – Asesora de la Diputada Nacional Karina Banfi. 
· Sofía del Carril - Asesora de la Subsecretaría de Reforma Política y Asuntos Legislativos.
· Luis Esquivel – Jefe de Gabinete de la Subsecretaría de Reforma Política y Asuntos Legislativos.

Preguntas y conclusiones de los grupos de trabajo
1. La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) define los conflictos de intereses como aquellas situaciones que “representan un conflicto entre el deber público y los intereses privados de un empleado o servidor público, cuando éste tiene a título particular intereses que podrían influir indebidamente en la forma correcta de ejercicio de sus funciones y responsabilidades oficiales” (OCDE, 2004) ¿Considera que esta definición es suficiente o necesita alguna modificación?
	Grupo de trabajo (GT)
	Conclusiones del GT

	GT1
	Cambiar el término “empleado” o “servidor público” por términos más generales. Modificar o precisar más a que se refiere con “la forma correcta”, especificar cuál sería y de qué depende.

	GT2
	Se llegó a la conclusión de que no hay una definición clara de conflicto de intereses. Es un concepto más difícil de encuadrar que el de lobby. La dificultad de la definición radica en el límite. Hay una cuestión instrumental. El tema es ver cómo delimitar y dónde empieza el conflicto de interés, dado que todos tenemos intereses colectivos y particulares. Quizás el punto más importante tenga que ver con cómo se traducen estos intereses. Para una definición clara de conflicto de intereses habría que trabajar en la operacionalización y analizar distintos casos. 
La definición propuesta parecería abocarse a los funcionarios ya existentes. Habría que enfocarla desde antes. Para el caso de los legisladores es más complejo, ya que acceden a su cargo para representar intereses de cierto colectivo.

	GT3
	La definición deja afuera el grado de parentesco de los implicados. Es necesario medir el perjuicio que sufre el estado. Los actores por fuera de la función pública no estarían en obligación de descubrir sus relaciones antes de concretar.

	GT4
	En verdad no existe una definición suficiente, debería ser amplia para poder abarcar distintas situaciones análogas posibles.
Se tiene que referir a un conflicto entre un interés (y no deber) publico e interés privado.
No debería decir "influir indebidamente en la forma correcta" porque no se sabe qué es exactamente ninguna de las dos cosas.
No hace falta tampoco incluir la distinción entre conflicto real y potencial, eso es objeto de determinación por el órgano de control. 
En definitiva, que la definición sea lo más simple posible, para que se puedan permitir interpretaciones.

	GT5
	Hubo dificultad para definir influencia indebida. En la mesa se definió como un interés particular que influye sobre la función pública interviniendo con el correcto cumplimiento de ésta.



2. ¿Qué factores pueden conducir a una situación de conflicto de intereses? 
	Grupo de trabajo (GT)
	Conclusiones del GT

	GT1
	Personales, económicos, falta de transparencia o de exposición. 

	GT2
	Múltiples factores pueden conducir a situaciones de conflicto de intereses. Probablemente haya tantas situaciones como intereses. De todas maneras hay tres cuestiones fundamentales para tener en cuenta: nepotismo, cuestiones comerciales y financiamiento político (sería importante ver cómo se gestiona este último, dado que casi nunca se vincula en las normativas de ética).

	GT3
	Falta de transparencia para conversar con los grupos de presión. Intereses corporativos (de carácter económico o no económico, políticos, culturales, religiosos) ocultos en la función pública. Grupos de interés representados por medio de funcionarios.

	GT4
	Ejemplos de factores incluyen: empleos anteriores, participación en empresas, relaciones familiares.
Sin embargo, no siempre llevan a un conflicto efectivo. Además, hay que tener en cuenta que una razón para convocar a alguien a la función pública pueden ser sus buenos antecedentes laborales. Cuanto más sean éstos, más probable es que aparezca un conflicto de interés. Por lo tanto, la regulación es necesaria para manejar bien ese trade-off (es decir, para poder tener funcionarios experimentados pero no permitirles tomar decisiones en las que se involucre su interés privado). Un mecanismo para evitar eso puede ser la toma de decisiones conjunta.  

	GT5
	Las conexiones entre el sector privado y público. El hecho de sacar expertos de uno de los dos sectores y llevarlo al otro puede conducir a los funcionarios a buscar el beneficio del área del sector privado con la cual tienen relación. Por otro lado, no hay que privar al Estado de personas capacitadas para la función pública sólo porque pueda haber una posible situación de conflicto de intereses.



3. La Ley de Ética en el Ejercicio de la Función Pública de la CABA (Ley N° 4895), en su Artículo N° 7, establece una serie de incompatibilidades con el ejercicio de un cargo público:
1. Dirigir, administrar, representar, patrocinar, asesorar, o, de cualquier otra forma, prestar servicios a quien gestione o tenga una concesión o sea proveedor del Estado, o realice actividades reguladas por éste, siempre que el cargo público desempeñado tenga competencia funcional directa, respecto de la contratación, obtención, gestión o control de tales concesiones, beneficios o actividades;
2. Realizar por sí o por cuenta de terceros gestiones tendientes a obtener el otorgamiento de una concesión, adjudicación en la administración pública de la Ciudad o sus Comunas;
3. Ser proveedor por sí o por terceros del organismo de la Ciudad donde desempeñe sus funciones;
4. Mantener relaciones contractuales con entidades directamente fiscalizadas por el organismo en que se encuentre prestando funciones;
5. Patrocinar trámites o gestiones administrativas referentes a asuntos de terceros que se vinculen con sus funciones; y
6. Representar, patrocinar a litigantes o intervenir en gestiones judiciales o extrajudiciales contra la Ciudad, salvo en causa propia.
¿Qué incompatibilidades adicionales deberían considerarse a los efectos de regular el conflicto de intereses en el proceso de toma de decisiones de los funcionarios públicos, para ser incluidos en el proyecto de ley de conflicto de intereses? 
	Grupo de trabajo (GT)
	Conclusiones del GT

	GT1
	Respecto del inciso 1 la mesa se pregunta con que competencia funcional directa se abarcan todos los funcionarios públicos. Sugieren que se incorpore la competencia funcional indirecta.
Para el inciso 2, proponen incluir a los familiares (no como terceros) determinando hasta qué grado.
En el inciso 3,  opinan que al hablar de “organismos de la ciudad” no se entiende si significa todos los poderes  y todos los ámbitos donde se desempeñan funcionarios públicos. En todo caso, sería mejor aclarar.

	GT2
	Con respecto a las incompatibilidades, la conclusión principal fue que no hace falta ampliar la lista de incompatibilidades sino prever situaciones de riesgo. 
De todas maneras, hay situaciones que no están incluidas en la Ley de Ética, como por ejemplo lo relacionado con los cónyuges de los funcionarios.
Otro punto importante que destacaron durante el debate de esta pregunta fue la creación de un régimen de incompatibilidades en función de la diferencia necesaria entre cargos de confianza y cargos de expertise.
Hay que prestar especial atención a cuando el capital social se transforma en conflicto de interés y cuando en influencia indebida.

	GT3
	La incompatibilidad se expresa en términos de funciones. Incompatibilidades que en realidad podrían ser expresadas como prohibiciones. En todo caso, expresar que estas incompatibilidades son para evitar conflictos de intereses. Lo que está en conflicto no es el art 7 de la ley, sino las herramientas para expresar éstas incompatibilidades. Como posibilidad, sería agregar que todos los funcionarios nombrados en el art. 6 no participen del proceso de selección de personal aspirante para ocupar cargos políticos.

	GT4
	Es importante tener en cuenta también las incompatibilidades que no están relacionadas con dinero. Por ejemplo y principalmente participación en asociaciones, porque hay en juego intereses profesionales.
También pueden ser vínculos familiares.

	GT5
	No se dieron precisiones para agregar más incompatibilidades.




4. ¿Qué alcance debería tener una Ley que regule los Conflictos de Intereses? ¿A qué sujetos debería incluir? ¿Qué áreas, dentro de los organismos del Estado, son más propensas a enfrentar situaciones de conflicto de intereses?  
	Grupo de trabajo (GT)
	Conclusiones del GT

	GT1
	Las áreas relacionadas con obras públicas son más propensas a los conflictos de intereses. 

	GT2
	Con respecto al alcance de la ley, ésta debería incluir a los tres Poderes. Claramente el área más importante es el Ejecutivo. En este caso debería alcanzar hasta a los Directores, y todo aquel que tenga posibilidad de tomar decisiones. Se reconoce que hay áreas más propensas que otras. En estos casos se podría dividir el área política de la administrativa.

	GT3
	No se discutió el tema por falta de tiempo. 

	GT4
	Debe aplicarse ampliamente para todo empleado público en lo referente a denuncias, pero debe también ser más restrictiva respecto de quiénes están obligados a dar DDJJ de intereses como un control preventivo. En ese caso puede tomarse el mismo criterio de la Ley de Ética Pública.

	GT5
	El alcance debe llegar a los tres poderes de gobierno en las instancias en las que haya contacto con proveedores. No hay áreas más propensas que otras a enfrentar situaciones de conflicto de intereses. Todas las áreas deben ser igualmente reguladas.



5. Ciertas experiencias internacionales (EEUU, Canadá) cuentan con legislación orientada a la prevención y reducción del riesgo de conflicto de intereses, en vez de centrarse en la detección y sanción de hechos consumados ¿Cuál debería ser el objetivo principal de una Ley que regule el Conflicto de Intereses en la CABA? ¿Por qué? 
	Grupo de trabajo (GT)
	Conclusiones del GT

	GT1
	El objetivo principal debe ser prevenir, transparentar los actos y buscar la forma correcta de administración. Sin embargo, también se debe imponer sanciones.

	GT2
	No se discutió el tema por falta de tiempo.

	GT3
	Desde la estrategia preventiva, se puede tomar una actitud más proactiva y de formación con el empleado público.

	GT4
	El objetivo de la ley debería ser lograr ambas cosas. Prevenir, pero también sancionar llegado el caso.
Debe apuntar a reducir el riesgo, como por ejemplo con DDJJ de intereses con una finalidad preventiva, pero que eventualmente se identifique el problema y se sancione.

	GT5
	La ley tendría que tener un enfoque preventivo pero también debería existir un organismo de control para las nuevas situaciones que vayan surgiendo en la práctica.



6. ¿Qué elementos o herramientas preventivas y de control deberían estar considerados en un proyecto de Ley de Conflicto de Intereses (p. ej. declaraciones juradas de intereses)? 
	Grupo de trabajo (GT)
	Conclusiones del GT

	GT1
	Revisión previa de organismos de control, pedidos de informes de antecedentes, excusación y recusación.

	GT2
	No se discutió el tema por falta de tiempo.

	GT3
	Facilitar capacitaciones a los empleados públicos sobre como analizar y detectar un conflicto público. Fideicomiso ciego. Sistematización de concursos de cargos.

	GT4
	Las DDJJ por sí solas no son suficientes, porque si un funcionario no declara algo, el aparato estatal no puede investigar todos los casos. De todos modos, éstas deben ser públicas, porque la mirada social tiene mucha fuerza. Sin embargo, eso puede ser un arma de doble filo si no se informa a la población sobre la naturaleza objetiva de los conflictos de intereses.
Por lo tanto, tiene que haber campañas de capacitación y sensibilización para generar confianza.
Además, ante situaciones de riesgo deben aumentarse los mecanismos de transparencia (por ejemplo, acompañando y dando publicidad a las decisiones involucradas).

	GT5
	Las declaraciones de intereses de compradores y proveedores del Estado y las declaraciones patrimoniales de los funcionarios deben ser herramientas a considerar. 



7. ¿Cuál debería ser el procedimiento ante una situación de potencial conflicto de intereses? ¿Qué tipo de sanciones deberían existir? ¿Qué sanciones podrían ser más efectivas?
	Grupo de trabajo (GT)
	Conclusiones del GT

	GT1
	Deber de abstención (p. ej. legisladores que deben votar una ley por la que se encuentran en conflicto de interés), inhabilitación para ocupar cargos públicos, sanciones económicas.

	GT2
	Se destacó la importancia de la eventual derivación de firma SIEMPRE a cargos superiores. Nunca a funcionarios de un rango menor.
Además, se resaltó la importancia de informar a cada funcionario sobre sus obligaciones y alcances. La capacitación y las herramientas de consulta son claves. 
Con respecto a las sanciones es importante tener en cuenta el tema de las “zonas grises” y los funcionarios públicos. Debajo de la sanción penal no hay nada. Se podría pensar en la anulación del acto.

	GT3
	Sistema de avisos sobre los actores investigados. Procurar que regularicen su situación. Fortalecer instituciones capaces de aplicar sanciones ya estipuladas por normativas vigentes (ley 104, ética pública, compras y contrataciones).

	GT4
	Hay que habilitar un canal de consulta previo capaz de dar recomendaciones y emitir dictámenes.
Además, debe existir la posibilidad de declarar nulos ciertos actos administrativos sospechosos. Por otro lado, es fundamental desarrollar una escala sancionatoria porque no todo acto merece la misma sanción. Puede haber desde sumarios administrativos hasta remociones.
Es importante que existan distintos procedimientos para conflictos de intereses potenciales y reales.

	GT5
	El procedimiento debería ser la separación preventiva del cargo hasta que se aclare la situación en cuestión.



8. ¿Qué características y funciones debe tener la autoridad de aplicación que vele por el cumplimiento de la Ley de Conflicto de Intereses? ¿Cuáles serían los beneficios de designar como autoridad de aplicación a otro ente ya existente que trabaje temas relacionados? ¿Cuáles serían las desventajas?
	Grupo de trabajo (GT)
	Conclusiones del GT

	GT1
	La característica central de la autoridad de aplicación debería ser la independencia del organismo. Podría crearse una unidad ejecutoria, compuesta por organismos que ya trabajen en el tema.

	GT2
	La autoridad de aplicación de la ley podría surgir de la vinculación entre el órgano garante de la ley 104 y la autoridad de aplicación de la Ley de Ética Pública. Son los órganos más importantes en el tema. Sus características dependerían de sus funciones (p. ej. si es capacitador/asesor o si es un órgano que ejerce control –en este caso debe ser autónomo -).
La persona a cargo debe ser una personalidad transparente, idónea, con autonomía (aunque sin llegar a ser un órgano extra poder), dado que el perfil denotará que el tema se toma en serio y no es una figura dibujada. Debería ser jerarquizado y tener rol de asesoramiento y de control con decisiones vinculantes. 
El proceso de selección debería ser abierto (quizás con participación de la Legislatura). No importa de dónde provenga. El procedimiento podría ser por concurso público.	

	GT3
	Debe haber una misma autoridad de aplicación (oficina de cumplimiento) que dependa de la autoridad de aplicación de la ley 4895 (ética pública). Sus funciones deben ser:
•	Capacitaciones
•	Monitoreo de casos
•	Mediación y asesoramiento sobre potenciales conflictos
•	Canalizar demandas

	GT4
	La autoridad de aplicación debe ser la misma que la de la Ley de Ética Pública, con su mismo procedimiento de designación. 
Este órgano tiene que tener una gran gama de funciones, debe recopilar información, puede permitir una vía de consulta para funcionarios y otra de denuncia para público en general y puede también actuar de oficio ante situaciones sospechosas (dadas por las DDJJ por ejemplo). La autoridad de aplicación debe encargarse también de la campaña de sensibilización.

	GT5
	Las características deberían ser las mencionadas en el proyecto del Congreso Nacional.
En cuanto a la ubicación funcional en la estructura del GCBA, debería ser un ente único que sea el mismo destinado a regular el acceso a la información (se le deben agregar competencias relacionadas a la temática).
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